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La justicia del rey en el marco de una 
expedición de conquista. 


Análisis procedimental de un juicio penal 
en la provincia de Costa Rica, 15701 


Armando Torres Fauaz 


Introducción 


El siguiente trabajo se propone analizar una fuente judicial en la óptica de la historia de la 
justicia. El documento examinado narra un largo juicio que tuvo lugar durante la tercera 
expedición de conquista de la provincia de Costa Rica, en el año de 1570.2 La expedición de 
conquista se había prolongado por ocho meses, los yacimientos de oro que salió a buscar la 
habían eludido por completo. Las selvas insondables habían sido ingratas, infligiendo enfer- 
medad y muerte entre los expedicionarios. El miedo a morir y la ausencia de recompensas 
animaron a varios de ellos a amotinarse. Tras un intento fallido de escape, las autoridades 
aprehendieron a varios soldados, los trajeron de vuelta al fuerte y montaron un juicio para 
determinar su culpabilidad. El proceso se tuvo en un fuerte en medio de la jungla. 

A pesar de las carencias y del consumo de recursos que requería la puesta en escena de 
tal proceso, el juicio se celebró a plena escala. El ordo juris castellano fue observado al pie 
de la letra y los roles que exigía fueron cumplidos a cabalidad, incluyendo testigos de cargo, 
descargo, curadores, procuradores, fiscal, intérprete de lenguas indígenas, jueces principales, 
delegados y de apelación. Dada su naturaleza, el juicio alcanzó una duración de 16 días du- 
rante los cuales la expedición se debió detener, en tierra hostil, y vivir de los escasos recursos 
recolectados, o directamente a la mano. Todas las fases del proceso fueron cuidadosamente 
registradas, produciendo un documento de más de doscientos folios que deja perplejos a sus 
lectores contemporáneos. 


1 Este trabajo es un resultado del proyecto Una bistoria social y estructural de la justicia - Del Medievo a la 
Época Colonial (siglos XIV, XV, XVI) de la Escuela de Historia de la Universidad Nacional de Costa Rica, 
código SIA-576-17. 

2 El documento está editado en FerNÁNDEZ BoniLLA (1886) III, 82-128. 
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La pregunta que motiva este trabajo es entender de qué manera la ratio que deriva de la 
sinapsis entre derecho y poder dio sentido a la realización de un juicio de tal envergadura 
en circunstancias tan extremas. En esa búsqueda, es necesario abordar el debate en torno a la 
continuidad de las formas judiciales entre la Castilla tardomedieval y el Reino de las Indias, 
en cuyo universo discursivo la presente investigación se inscribe inevitablemente. 


1. El contexto de la falta 


La conquista de la salvaje provincia de Costa Rica comenzó en el año de 1561.3 En 1563 se 
fundó el primer asentamiento español estable, la Villa de Cartago. Más tarde, luego de que,en 
1566, muriera naufragado el conquistador y gobernador Vázquez de Coronado, el castellano 
Perafán de Ribera fue nombrado gobernador y alcalde mayor de la provincia.* Llegó en 1568, 
para encontrar a los pobladores de Cartago sumidos en la miseria, exigiendo encomiendas y 
amenazando con abandonar la ciudad. Habiendo fracasado en su intento por disciplinarlos, 
debió otorgarles las encomiendas que pedían? y partir, enseguida, a una expedición en busca 
del oro que Vázquez de Coronado decía haber encontrado en el Valle de la Estrella, a cientos 
de kilómetros al sur.£ 

A inicios de 1570, Perafán de Ribera partió con 67 hombres, su familia y varios sirvientes 
indígenas para cruzar la selva y la montaña en busca del oro. La documentación refiere que 
la mayoría de los expedicionarios eran pobres, sin oficio, y se habían enlistado para buscar 
fortuna. Pero lo peor estaba aún por avenirles: La expedición se extendió durante meses, y la 
condición de sus integrantes desmejoró constantemente hasta caer presas de la enfermedad 
y el hambre. La práctica indígena de quemar las cosechas como forma de resistencia des- 
proveyó a los expedicionarios de todo alimento, obligándolos a comer sus propios perros y 
caballos.?7 Así cruzaron cientos de kilómetros de selva, hasta encontrarse varados en el fuerte 
de Arariba, que consistía en algunas construcciones improvisadas en medio de la jungla, en 
la actual región de Bocas del Toro.$ 


3 QuIrós/SOLÓRZANO (2006) 190-233. 

4 MeELÉNDEZ (1982) 74. 

3 FERNÁNDEZ BONILLA (1888) V, 3-30; Quirós (1990) 49-54. 

6 Quirós/SOLÓRZANO (2006) 218, 230-231. 

7 FERNÁNDEZ BoNILLA (1886) III, 149. 

$ La región lleva actualmente el nombre de Agua Arriba, frente a Isla Pastores, en Bocas del Toro, Panamá. 
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Mapa 1 
Las expediciones de Perafán de Ribera 
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Mapa 2 
Ubicación del fuerte de Arariba y de la ciudad de Nombre de Jesús 
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Tras meses sin éxito y soportando penurias, la desesperación se apoderó de varios soldados, 
que intentaron escapar. Planearon el motín durante días. Esperaron que un aguacero entur- 
biara los sentidos y, ocultos por la noche, se reunieron en la plaza del fuerte, juntaron algunas 
armas, y se dieron a la fuga. Sin poder alejarse demasiado, un río les cortó el paso. Los ánimos 
se quebraron. Algunos cedieron y regresaron. Pero otros llevaron la empresa hasta sus últimas 
consecuencias. Estos comenzaron la construcción de un puente para cruzar el río. Pero, a 
media tarea, fueron sorprendidos y aprehendidos por un contingente al mando del maestre 
de campo y del teniente. 


2. La estructura del juicio 


Los reos fueron traídos al fuerte de Arariba y un juicio fue montado para repartir las culpas 
y castigar el crimen. El documento que registra el proceso, en su admirable nivel de detalle, 
permite saber lo siguiente: Por delegación del gobernador, la pesquisa inicial estuvo a cargo 
del maestre de campo, Alonso Rodríguez Franco, contra seis imputados, Martín de Bujedo, 
Pedro Ramírez, Francisco Tirado, Antonio de Olivares y Jorge de Colmenares, menor de 
edad. Denunciantes, testigos de cargo y descargo fueron reunidos en la casa de gobernador, 
que abrigó el proceso pues era en teoría edificio público. Tras la investigación sumaria, la 
interrogación de los testigos y la argumentación de los procuradores, el juez examinó las 
pruebas y encontró culpables a Martín de Bujedo, Pedro Ramírez y Jorge de Colmenares. 
Los otros dos reos desaparecen del proceso. Los culpables fueron sentenciados a muerte, pero 
apelaron la sentencia. 


2.1. Primer juicio: La segunda instancia 


Aquí se inaugura una segunda instancia. El gobernador Perafán de Ribera, como autoridad 
competente, nombró al alférez Juan Solano juez delegado para efectos del juicio de apela- 
ción.? Este interrogó nuevamente a los reos, y obtuvo de ellos alguna información comple- 
mentaria, pero no decisiva. 

En esta fase del proceso, el testimonio de Alonso Cáceres,10 el carcelero, permite saber 
que los reos fueron retenidos en la casa del gobernador. Los atendió la esposa de Perafán, 
doña Petronila, junto con dos sirvientes indígenas. Petronila debe haberse conmiserado con 
los rapaces en los breves momentos que compartió con ellos, quizá llevándoles sustento o 
induciéndolos a la oración. Mientras les hablaba, extrajo de ellos (o en ellos indujo) la idea 
de que no habían sido éstos los »caudillos e movedores de este motín«, sino otros. Con esa 
información, Petronila mandó llamar a su marido quien interpeló a los jóvenes imputados 


2 FERNÁNDEZ BoNILLA (1886) III, 111. 
10 FerNÁNDEZ BONILLA (1886) III, 141. 
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preguntándoles por qué encubrían a quienes estaban detrás del motín, ya que »descubriéndo- 
lo pudiera ser escapar la vida<. En esta nueva situación, los reos empezaron a hablar y se trajo 
al escribano para registrar la declaración. En esta nueva deposición, otros nombres afloraron: 


»Martín de Bujedo, preso, é declaró que Diego López Nieto, soldado de este campo, fue el autor é pren- 
cipal agresor de este delito por que está preso ... etc. 

[El teniente del general] hizo aparecer ante sí a Pedro Ramírez, [...] quiénes e cuántos fueron en este 
motín, ... Velasco, el viejo y Diego López é Juan Martín y Salazar y Diego Polo, lo cual le dijo Candór- 
niga<.M 


Candórniga no es otro que el soldado Pedro Henríquez Candórniga, quien fue enseguida 
convocado por el pesquisidor, ante quien confesó haber participado de este motín, en los 
siguientes términos: 


»... yendo este confesante con el señor general, en busca de comida para el real que quedaba en la 
montaña de los caballos, hasta el río grande, se volvió al real donde salieron con otros soldados, sin 
pensamiento alguno; y llegado que llegó al real otro día que llegaron los soldados que quedaban atrás, 
vino a este confesante Vicente del Castillo y le trató este negocio de que se fuesen é desamparasen al 
señor gobernador é general ... é dijo que no aguardasen porque no hallaría la monición del factor é 
no les faltaba de comer ...«.12 


El testimonio clave parece, pues, ser el de Candórniga, quien inculpa claramente a Vicente 
del Castillo como promotor el motín. No obstante, todos los interrogados habían también 
mencionado a otros dos hombres, Diego López Nieto y Salazar, como amotinados.13 El te- 
niente los mandó a apresar, pero ambos consiguieron escapar y se perdieron en la selva.14 
Toda la culpa recayó, pues, sobre Vicente del Castillo. Por la revelación hecha en este interro- 
gatorio, y mediante súplica de la defensa, la vida de los reos Martín de Bujedo, Pedro Ramírez 
y Jorge de Colmenares fue perdonada y conmutada la pena de muerte por tres años de servi- 
cios militares para Su Majestad. Aunque el documento no es claro en ello, debemos suponer 
que Candórniga sufrió la misma suerte, pues su confesión lo inculpaba y hacía partícipe del 


11 FerNÁNDEZ BoniLLA (1886) HI, 112-116. 

12 FerNÁNDEZ BoNILLA (1886) III, 115. 

15 FERNÁNDEZ BONILLA (1886) III, 112-116. Durante la información sumaria hecha para el segundo juicio, 
contra Vicente del Castillo, Bujedo menciona a Diego López como el único promotor, al igual que Juan 
Ordóñez. Candórniga menciona a López y a Castillo como promotores, así como a Juan Rodríguez. 
Mientras que Nicolao Marín y Francisco Tirado mencionan a Castillo como el único responsable. El 
testimonio del joven Jorge de Colmenares es completamente disímil, tanto en el primero como en el 
segundo juicios, responsabilizando a Alonso de Quiñones, Martín de Carasa y Francisco de Fonseca, 
FERNÁNDEZ BonNILLA (1886) III, 134-141. 

14 FERNÁNDEZ BonNILLA (1886) III, 117: »E después de lo susodicho, en el dicho pueblo de Arariba, á ocho 
días del mes de agosto, año del señor de mil é quinientes é setenta años; habiendo visto el ilustre señor 
don Diego López de Ribera, teniente general de gobernador en estas provincias de Costa-Rica, estos 
autos, dijo que remitía é remitió el conocimiento é determinación de los delitos en él cometidos por 
los soldados en él expresados é declarados (excepto el negocio y causa de Diego López Nieto é Salazar, 
soldados que han huido é ausentándose, que reservaba en sí), al muy magnífico señor Alonso Rodríguez 
Franco, maestre de campo de este campo y ejército real de S.M«. 
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mismo crimen. Mas su condena no está registrada, ni tampoco es mencionado en el auto de 
resolución ni en la súplica de la defensa. 


2.2. Segundo juicio. Primera y segunda instancias 


Una vez apresado Vicente del Castillo, presunto »movedor y caudillo« del motín, dio inicio 
un segundo juicio. Este proceso se desarrolló ante dos instancias: el maestre de campo que, 
como juez ordinario, condenó el reo a muerte, y enseguida un tribunal de apelación, que con- 
firmó la sentencia inicial. Cada una de esas instancias examinó numerosos testigos, recibió 
contra ellos las tachas del procurador y del fiscal, escuchó los argumentos de estos y emitió 
un fallo. Antes del pronunciamiento de la sentencia en primera instancia, el defensor, Pedro 
de la Torre, solicitó que el juez se recusara, pues su imparcialidad estaba comprometida.!5 
El defensor intentó recusar también a los otros dos jueces, valiéndose del argumento de que 
ninguno era hombre con conocimiento de letras ni experiencia en esos asuntos!6, Pero el 
gobernador rechazó el recurso.!”. El tribunal de apelación encontró sin lugar el recurso de la 
defensa, y procedió a dictaminar que la sentencia original se mantenía: el reo sería ejecutado. 
El defensor apeló entones ante el gobernador, que acogió la apelación, la examinó y acabó 
por confirmar la sentencia inicial. Aunque el defensor intentó apelar ante la Real Audiencia 
de Panamá en última instancia,!$ el gobernador no admitió esta última apelación, pues era 
extemporánea.!? Mandó, pues, a ejecutar la sentencia capital contra Castillo, la cual fue pre- 
gonada en los siguientes términos: 


15 FerNÁNDEZ BoNILLA (1886) IL 164. 

16 FERNÁNDEZ BONILLA (1886) III, 166: »Digo que, al derecho de la justicia del dicho mi parte, conviene 
recusar al dicho señor Domingo Jiménez, juez nombrado en esta causa; y ansí le recuso, porque, no 
obstante que el dicho es hombre honrado, como en el dicho nombramiento lo dice, no tiene ciencia de 
letras ni experiencia de semejantes negocios como para tal caso se requiere; y podría ser por esta razón 
pereciese la justicia del dicho mi parte; y juro a Dios y a esta T que esta recusación no la hago de malicia<. 

17 FerNÁNDEZ BoNILLA (1886) III 169. 

18 La provincia de Costa Rica fue puesta bajo la jurisdicción de la Real Audiencia de Panamá, brevemente 
entre 1563 y 1570, tras lo cual regresó a la jurisdicción de la Real Audiencia de Guatemala, durante el 
desarrollo de la expedición de Perafán. 

12 FERNÁNDEZ BONILLA (1886) III, 212: »por su merced fue presentada esta petición; y por el dicho señor 
gobernador vista, dijo que, sin embargo, mandaba lo mandado, porque ansí conviene al servicio de Su 
Majestad.« Importa notar que León Fernández había considerado que esto constituía una falta al debido 
proceso, y pretendió que la misiva expedida por la real provisión el 16 de abril de 1572 tenía como obje- 
tivo reprender a Perafán por dicha falta, como se lee en FERNÁNDEZ BONILLA (1886) III, 217. No obstante, 
dicha misiva, editada en FERNÁNDEZ BONILLA (1883) L, 294-95, no refiere a este juicio sino a los intentos 
de apelación a la decisión arbitraria de Perafán de suspender las encomiendas: »Sepades que Luis Gonza- 
lez de Estrada, vecino de la ciudad de Cartago de esa dicha provincia, pareció ante nos en la audiencia y 
Chancillería Real que reside en la ciudad de Santiago de Guatemala, y por petición que en ella presentó, 
nos hizo relación diciendo que vos el dicho nuestro gobernador no guardábades la orden del derecho en 
algunos casos de justicia, ni procedíades jurídicamente, salvo por las que a vos os parecía, porque era ansí 
que a muchos vecinos de la dicha provincia, sin preceder razón vigente, les quitábades y suspendíades sus 
encomiendas de indios ... etc.« 
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»Esta es la justicia que manda hacer Su Majestad y el muy ilustre señor gobernador en su real nombre, 
de este hombre, por amotinador, mandándole ahorcar por ello: quien tal hace que tal paguex.20 


Los bienes del ejecutado fueron asignados a su familia: tres camisas viejas, unas tijeras de 
arriero, unos zaragúelles de algodón, dos chamarreras con botones de plata, un libro de epís- 
tolas de Antonio de Guevara, un escaupil, una frazada vieja, etc. Ya en la horca, a punto de la 
muerte, el condenado no dejó de afirmar su inocencia: 


»Estando ya en la horca, Vicente del Castillo, en la escalera, dijo que, para el paso en que está, e ansí 
nuestro señor le perdone o no le perdone, que es á cargo nada de lo que le es imputado, ni le han dado 
parte de este motín, y que muere injustamente é no sabe por qué, y para el paso que está no sabe por 
qué le dan esta muerte<.21 


Cuadro 1 
La estructura procedimental de los juicios de Arariba 


Juicio | 
] Información sumaria 
Primera y 
] : Lapso de preparación del caso de los 
instancia 


procuradores 


Reunión de pruebas. 
Interrogación de los testigos 
Confirmación de los testimonios 


3 de agosto de 1570 


20 FerNÁNDEZ BoNILLA (1886) III, 211-212. 
21 FernánDez BonILLA (1886) 111, 213. 
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Juicio | 


Producción de pruebas complementarias 


sea 
y E r 
instancia Segundo interrogatorio a imputados 

4-7 de agosto de Publicación de testimonios 


1570 


Duración de segundo juicio 


16 de agosto de 1570 


Y 


17 de agosto de 1570 


n 


v 
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Juicio || 


Primera 


instancia, , de agosto de 


1570 


10 de agosto de 1579 


11 de agosto de 1570 


12 de agosto de 1570 


v 


A 


y 


Información sumaria 


Lapso de preparación del caso de los 
procuradores 
Reunión de pruebas. 
Preparación de libelo de interrogación 


Confirmación del testimonio de los 
Interrogación de los testigos 


L Causa trasladada a juez 
superior: Perafán 


Juicio || 


Segunda 
instancia 


1570 


1570 


1570 


1570 


12-13 de agosto de 


14 de agosto de 


16 de agosto de 


18 de agosto de 
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3. La estructura del proceso y los modelos procedimentales 


Primero, nótese que el procedimiento descrito en los textos del siglo XIII, que migra hasta los 
manuales del siglo XVI y que se perpetúa en los textos del siglo siguiente es aplicado ad litte- 
ram en el proceso celebrado en medio de la selva de Talamanca en 1570. Este fenómeno po- 
dría resultar contraintuitivo, pero la documentación lo revela tal cual, como puede apreciarse 
en Tabla 1, donde el orden del proceso del caso de Arariba se compara con las disposiciones 
procedimentales de Siete Partidas, recopilación completada en 1265 y aplicada en todo el rei- 
no de Castilla desde 1348. Se compara además con el procedimiento constatable en la Nueva 
Recopilación de las Leyes de Castilla, de 1567, y en dos importantes manuales procedimentales, 
uno escrito por Pedro de Peralta en 1566, en uso en la formación de juristas de la Universidad 
de Salamanca,2? y el otro el más celebre tratado procedimental indiano, la Curia Filipica de 
Juan de Hevia Bolaños, aparecido en 1603.23 


22 PERALTA (1566) 44-76. 
23 Hevia BoLaÑos (1725). 
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Tabla 1 - Análisis del procedimiento comparado 


12 


Normativa 


Curia Filipica 


Ordo de Salamanca 


Caso de Arariba, 1570 


*(SP) Siete Par- 
tidas 

*(NR) Nueva 
Recopilación de 
Leyes de Castilla 
SP 3, 17, 1. 

SP 3,20, 11. 

SP 7, 1,6 y 23. 


NR 1, 22, 20-23. 


Pesquisa quiere decir diligente 
inquisición, que es una legitima 
investigación que hace el Juez de 
oficio, para inquirir y saber los de- 
litos que se cometen y castigarlos: 
lo qual por todas vías y maneras 
debe procurar (p. 144, $ 1). 


Quando sentencia es dada contra 
el menor de veinte y cinco años, 
en causa que el mismo sigue, sin 
autoridad de su curador es nula. 


Quando el juez procede de su officio por via de 
inquisición y pesquisa [...] el mismo examine 
secretamente preguntando a cada uno qué es 
lo que sabe del delicto y cómo pasó. Recebida 
bastantemente información, da mandamiento 
al alguazil para que prenda los culpados y se- 
creste los bienes si fueren hallados, y si no uvie- 
re alguazil, vaya el mismo juez a buscallos los 
dichos delinquentes y culpados y préndalos si 
pudieren ser avidos y, presos, reciba su confes- 
sión como al principio de lo criminal se dixo y 
mande al fiscal que asista a la causa y proponga 
su accusación y denunciación. (p. 72-73) 


Después de preso el delinquente haga el juez 
por visitarlo lo más presto que pudiere [...] 
Así que el juez irá a la cárcel con el escrivano 
y mandará salir fuera el delinquente y, salido 
ante él, si en su aspecto no pareciere maior o 
menor, pregúnteselo y provéalo de curador si 
fuere menor, porque de otra manera no valdrá 
la confessión aunque fuese jurada. 


Proveído de curador, estando presente el mis- 
mo curador y si es mayor, tómele juramento 
que dirá verdad de lo que le fuere preguntado 
y pregúntele luego todo el hecho del delicto de 
que es accusado y qué es lo que sabe dello. 


Información sumaria: Interrogatorio 
inicial de los imputados y de los 
testigos a cargo. 


Se le asigna curador a Jorge de Col- 
menares, porque es menor de edad. 
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SP 5, 2, 40 y 41. Descargo: (Lapso 6 horas) 


Nueva Recopi- 
lación 


producción de pruebas a descargo y 
argumentativa de la defensa. 


NR 4,2, 1. Redacción de 10 artículos sobre los 
NR 4, 17, 10. que se fundará el interrogatorio. 
Esto presupuesto, comienga el juez a usar de Sei 1 : d 
su officio y inquirir y por sí mismo reciba y o a A 
Ñ : ; Ñ y se registra su deposición. 
examine los testigos, ansí en la sumaria como 
Recibida la causa a prueba, ambas | €N la plenaria provanca y deve a cada testigo Se lee a los testigos a los testigos 
partes hazen sus probanzas y el en fin de su dicho después de aver firmado a cargo la deposición obtenida en 
acusador o Juez, procediendo de junctamente con él, encargalle so cargo del sumaria y se les obliga a firmar, 
oficio, ha de ratificar los testigos de | Juramento que no revele ni declare cosa alguna | cuando saben escribir, el contenido 
la sumaria, citada la parte (p. 162, de su dicho hasta que sea hecha publicación de | de su deposición. 
$2). testigos en la causa (p. 68). 
Se lee a los imputados su deposición 
Para certificarse el testigo se le ha inicial obtenida en sumaria y se les 
de leer y mostrar el dicho que dixo obliga a firmar, cuando saben. 
en la sumaria y lo puede pedir y el 
juez lo ha de mandar (p. 163, $ 5). 
Cuando el término probatorio es pasado, Publicación de los testimonios. 
mande hazer publicación de testigos y enton- 
zes manda el juez notificar a la otra parte que 
venga a hazer publicación o a dezir y alegar 
por qué no se deva hacer (p. 51). 
Hecha la publicación, cada una de las partes Litiscontestación: Descrédito de los 
procura ver el processo y considerar si su in- argumentos de la denuncia. 
tención está bien probada y mirar la provanga | (Lapso: 2 horas) 
de la otra parte, si los testigos deponen contra 
SP 3, 16,3. la verdad o si les puede opponer alguna ex- 
SP 3, 16,27. El testigo inhábil hace algún indi- | ceptión o tacha, si son enemigos o perjuros o Tachas: Descrédito de la fama de los 
SP 3,18, 1 et cio salvo si al momento en que es infames, corruptos, mui familiares y domésti- denunciantes y testigos a cargo. Pro- 
passim. presentado es tachado por la parte | cos (p. 52). ducción de un libelo de 6 artículos 


y se pide y protesta que no se reci- 
ba (p. 60, 8 13). 


Presentado el escripto de tachas, el juez mande 
dar traslado a la otra parte, la qual presente 
otro escripto todo en contrario, diziendo su 
intención estar bien provada y que sus testigos 
son legales y de buena opinión, y ponga contra 
los de la parte contraria de la misma manera. 
Y en la causa de tachas el juez lo reciba a prue- 
va de tachas con la mitad del término o menos 
si le paregiere que basta, juxta 1. 16. Hecha la 
provanga de la misma manera que en lo prin- 
cipal, se haze publicación y alegan también 

de bien provado y pueden otra vez i no más 
tachar los testigos (p. 53). 


para la »prueba de tachas<. 
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SP:3,2,.5, El juez tiene obligación de pro- Presupuesto lo sobredicho y conclusa la causa, | Conclusión del proceso: pronun- 
nunciar sentencia de la causa cuan- | ninguna de las partes puede dezir ni alegar ciamiento, lectura y firma de la 
do fuere conclusa (p. 66, 8 1). cosa alguna .... sentencia. 
(sentencia de muerte) 
Y entonzes el juez da el processo y causa por 
concluso y manda citar las partes para oír 
sententia diffinitiva para la primera audientia 
y desde adelante para cada día que no sea feria 
(p. 53). 
SP 3,23, 22. Pronunciada la sententia diffinitiva, el juez la Apelación ante el gobernador de 
manda notificar a las partes, l. labeo C. quom.2 | la provincia (maestre de campo es 
SP 6, 18, 45-47. et quando, l. 1, tt2 15, lib. 3 Ordin , y si la delegado). 
consintiere, mándela executar como se dirá F - 
abaxo, pero si alguna de las partes se sintiere Lapso: 1 día. El gobernador o 
agraviada y viere que la sententia es nulla, deve | UN segundo juez delegado, el alférez 
alegar de nullidad ante el mismo juez dentro Juan Solano. 
Empero después de pasado el de 60 días, 1.2, tt.2 5, lib. 3 Ordin. Y sola una El juez delegado asigna un lapso 
SP 3, 16,3. término de la prueba, publicación ds puede Hactar de nulidad [...] Presentado (4 horas) para la producción de 
y conclusión, y hasta la sentencia eLesempto de mullidad. el jue anda darias: pruebas complementarias. 
definitiva puede el juez de oficio lado a la otra parte, la qual responda ser todo 
recibir testigos y pruebas contra el al contrario, diziendo ser válido, yen todo se Se realiza un segundo interrogatorio 
reo, porque no quede sin castigo, y proceda como en la primera instantia hasta la a los acusados. Se averigua que no 
en su defensa, porque no quede sin sententia diffinitiva, la qual pronuntie el Juez son los »caudillos ni movedores« del 
ello [...] Y aun después de lasen- | “SN fuere provado y si pronuntiare aver sido | motín. 
tencia y antes de la real execución ninguna, puede conocer de nuevo en la causa E > A 7 
de ella se han de admitir testigos si es juez ordinario (p. 54). Información es publicada y el juez 
delegado se pronuncia diciendo que 
y prueba en defensa del reo, y el ¡ a :ó bi 
. j . juez ordinario pronunció bien y 
Sunnocencias pudiendo constar las partes apelaron mal. Se confirma 
de ella por evidencia del hecho cias 
(p. 163-164, $ 9). 
Passada la sententia en cosa jusgada o confir- Juez de primera instancia lee 
mada en grado de appellación, el juez superior | públicamente la resolución de la 
remitte la execución al juez primero que cono- | apelación y se dispone ejecutar la 
ció de la causa (p. 56). sentencia. 
SP 3, 23,17. Regularmente se puede apelar de Defensa interpone súplica de piedad 


cualquier Juez Ordinario y Delega- 
do y de qualquiera Tribunal, sino 
es de las Audiencias, Chancillerías, 
Consejos y Tribunales supremos 
que representa el Príncipe, de 
quien no se puede apelar, sino 
suplicar para ente ellos mismos 

(p. 183, $ 2). 


De lo dicho se sigue que regular- 
mente en todos los casos en que 
ha lugar apelación, y tiene efecto 
suspensivo, le ha y tiene la supli- 
cación; y por el contrario en los 
casos en que no ha lugar apelación 
ni tiene efecto suspensivo, no le ha 
ni tiene la suplicación (p. 190, $ 2). 


ante el gobernador a la luz de la 
información complementaria. 


Gobernador acoge la súplica. 


Lapso para producción de pruebas 
complementarias (6 horas). 


Gobernador confirma sentencias del 
maestre de campo y del alférez. 


Gobernador muestra piedad a los 
reos y conmuta la pena. 
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Normativa 


SP 3, 16,27. 


SP 7,1,14 y 16. 


Curia Filipica 


Ordo de Salamanca 


Y si alguna de las partes tuviese sospecha que 
el juez le será contrario o es más favorable a 

la otra parte, puédelo recusar en cualquier 
parte del processo, o al principio o al recebir y 
examinar los testigos o al tiempo que uviere de 
sententiar, y no es obligado a expressar la causa 
por que lo recusa, sino solamente jurar que lo 
tiene por sospechoso. 


Y si el delinquente temiere que el juez proce- 
derá contra él de hecho o le pondrá a questión 
de tormento, o no le otorgará la apelación, 
recúselo con juramento que no lo haze de ma- 
licia y entonzes el juez es obligado a se acom- 
pañar con el alcalde del mismo pueblo (p. 61). 


Caso de Arariba, 1570 


Segundo Juicio: 

Igual hasta la litiscontestación. 
Defensa le pide al juez que se recuse 
porque ha incitado la denuncia 
contra el acusado, 

»Pido y suplico [...] tome un acom- 
pañado o dos, que sean hombres 
honrados de ciencia y conciencia, 
para ver y determinar la dicha causa, 
porque la causa lo requiere; donde 
no, recuso á V.Md. porque le tengo 
por sospechoso, y juro a Dios a esta 
cruz que esta recusación no la hago 
de malicio, sino porque mi parte 
alcance justiciax (p. 164). 


Maestre de campo se recusa: se hace 
acompañar de Domingo Jiménez en 


el papel de juez. 


Defensa recusa a Domingo Jiménez 
por no tener conocimiento de dere- 
cho y porque un tribunal debe estar 
compuesto por tres y no dos jueces. 


Jueces nombran un tercero para 
completar el tribunal: Juan Ordóñez 
del Castillo: 

»El señor Domingo Jiménez, juez 
acompañado, de parecer y consenti- 
miento del señor maestre de campo, 
se acompañó con Juan Ordóñez del 
Castillo, por ser como es persona sin 
sospecha y buen cristiano y que en 
esta gobernación ha sido alcalde y 
regidor.« 


24 FERNÁNDEZ BoNILLA (1886) II1, 141: El testimonio de Alonso Cáceres permite saber que Perafán registró el testimonio 
acompañado de un escribano. 
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SP.3,4,3 y 4: 3, | No puede ser juez el que no tiene ... y entonzes el juez, propuesta ante él la Defensa apela al gobernador para re- 
Mole juizio, mudo, ni sordo, ni ciego, ni | recusación, es obligado a compañarse con un cusar jueces porque no son letrados. 


Pragmática de 
los Reyes Católi- 
cos, 6 de julio de 
1493. 


Ordenanzas 217 
y 225 de Felipe 
II, 1563: Recopi- 
lación de Leyes 
de Indias, 2, 24, 
1y 232,25, 44. 


NR 3, 9,7. 


SP 3,16, 1. 
SP 3, 20,2. 
NR 2, 17, 1-3. 


el enfermo de enfermedd conti- 
nua, que lo impida, ni el de mala 
fama, ni que huviere hecho cosa 
porque valga menos, ni muger, 
sino siendo señora natural, ni el 
siervo, según Derecho Real. Y el 
que huviere de ser, por lo menos 
ha de saber juzgar por ciencia o 
experiencia larga, y de ser leal y de 
buena fama ... (p.25, $ 2). 


La causa de nulidad se ha de pedir 
y tratar no se aviendo apelado de 
la sentencia ante mismo juez que 
la dio y aviendose apelado de ella 
ante el superior, si se interpuso la 
apleacion de la nulidad principal- 
mente, y si no simplemente, por 
incidencia de la causa principal, 
sino es que se reservó de la apela- 
ción la nulidad, diziendo que se 
apelava de la sentencia, salvo el 
derecho de la nulidad, que enton- 
ces de ninguna manera se puede 
trtar de ella ante el superior princi- 
pal, ni accesoriamente, sino ante el 
inferior que la dio (p. 68-69, $ 15). 


hombre bueno del pueblo y ambos a dos han 
de hazer juramento sobre los sanctus quatro 
evangelios que bien e fiel y derechamente 
deliberarán el pleito y guardarán el derecho a 
ambas las partes (p. 51). 


Pronunciada la sententia diffinitiva, el juez la 
manda notificar a las partes [...] y si la consin- 
tiere, mándela executar como se dirá abaxo, 
pero si alguna de las partes se sintiere agravia- 
da y viere que la sententia es nulla, deve alegar 
de nullidad ante el mismo juez dentro de 60 
días. Y sola una vez puede tractar de nulidad 
[...] Presentado el escripto de nullidad, el 

juez manda dar traslado a la otra parte, la qual 
responda ser todo al contrario, diziendo ser 
válido, y en todo se proceda como en la prime- 
ra instantia hasta la sententia diffinitiva, la qual 
pronuntie el juez según fuere provado y si pro- 
nuntiare aver sido ninguna, puede conocer de 
nuevo en la causa si es juez ordinario (p. 54). 


Gobernador rechaza apelación: 
afirma que en esta provincia no 

hay letrados, y que los hombres son 
idóneos. Asigna 1 hora para cumplir 
con litiscontestación. 


Defensa apela la sentencia. 


Jueces delegados de primera instan- 
cia dirigen apelación al gobernador. 


Alegatos: Fiscal rechaza la apelación 
y la aduce a mala fe. Defensa argu- 
menta la apelación. 


Juez admite apelación. 


Plazo de producción de pruebas 
complementarias: 

Fiscal produce testigos complemen- 
tarios y presenta un libelo de 12 
artículos sobre los que debe interro- 
garse. 

Defensa produce testigos comple- 
mentarios y presenta un libelo de 

9 artículos. 


Interrogatorio de los testigos. 


Publicación de las deposiciones. 


Litiscontestación: Alegato final de la 
defensa. 5 razones para descargar al 
acusado. 


Alegato final de la fiscalía. 


Conclusión de la segunda instancia 
y pronunciamiento de la resolución: 
»jueces de la primera instancia han 
bien juzgado y defensa mal apela- 
do«. 
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SP 3, 23,22. Pero si la causa fuere de diez mill maravedís 
arriba, deve apelar para el juez superior, el qual 

Ley 30 de Valla- conforme a derecho puede proceder en grado 

dolid de 1537 de apellación o puede apelar para los oydores 


del Audiencia real. 


Caso de Arariba, 1570 


Defensa apela a la Real Audiencia 
de Panamá. 


Juez no admite apelación y pro- 
cede a ejecución de la sentencia: 
»por su merced fue presentada 

esta apelación y por el dicho señor 
gobernador vista, dijo que sin em- 
bargo mandaba lo mandado porque 
así conviene al servicio de S.M.< 
(p.212). 


Primer juicio (contra Jorge de Colmenares y Martín de Bujedo) 


Segundo juicio (contra Vicente del Castillo) 
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Como puede constatarse, no hay variaciones ni desvíos de la norma. Los principios que mi- 
gran desde Siete Partidas a la Curia Philippica prefiguran el orden del juicio por sedición 
tenido en la selva tropical en 1570. Esta constatación no es menor, pues muestra no solo que 
el modelo procedimental fungía en efecto como un dispositivo legitimador de las acciones 
judiciales, sino que también permite rastrear el origen de dicho modelo. Antes bien, al revelar 
una prolongación o continuidad procedimental en este ejemplo, nos vemos obligados a refe- 
rirnos al debate que opone continuidad y ruptura, unidad y pluralidad en el derecho indiano, 
lo cual permitirá aclarar el fenómeno de inmutación. 


4. El problema de la continuidad procedimental 


La tradición historiográfica que ha abordado el estudio de la Colonia en la perspectiva jurí- 
dica integró desde muy temprano una visión amplia del derecho, es decir reconoció la nece- 
sidad de trascender el estudio puramente exegético de la ley escrita para integrar la dimen- 
sión de la práctica. Ya en los escritos de Ricardo Levene no se trataba de juzgar la fidelidad 
entre los códigos y la administración de la justicia25, sino de entender que el hecho jurídico 
comprende necesariamente ambas dimensiones: la norma y el universo concreto de su efec- 
tuación y elaboración. Por lo tanto, para aprehender críticamente el emplazamiento de las es- 
tructuras administrativas, la adaptación de los códigos castellanos y del ¿us commune medieval 
a la realidad indiana, así como las especificidades regionales que afectan la consolidación del 
llamado derecho indiano, se hacía necesario estudiar el derecho en su naturaleza doctrinal, 
pero reconociéndolo también como hecho y práctica social. 

Dicha preconización metodológica, que atraviesa este trabajo, fue un insumo importan- 
te para Víctor Tau Anzoátegui quien, en la década de 1990, argumentó por una pluralidad 
intrínseca del derecho indiano, oponiéndose a autores como García Gallo?6 que sostenían 
la idea de »un derecho indiano unitario, impuesto desde la península y poseedor de un po- 
der normativo general«.27 Como alternativa, Tau Anzoátegui propuso una visión plural y 
multivectorial del derecho, la cual descansa sobre dos ideas principales. Primero, el derecho 
castellano, que ya de por sí integraba una multiplicidad de fuentes normativas doctrinarias, 
consuetudinarias, forales, se vio enriquecido y complejizado una vez expuesto a la realidad 
indiana, debiendo integrar nuevas fuentes, nuevas interpretaciones y atenuantes en un orde- 
namiento jurídico plural y heterogéneo. Segundo, a medida que los asentamientos coloniales 
fueron agrandándose y la geometría local de poderes complejizándose, las ciudades y provin- 
cias fueron ganando autonomía no solo en su administración sino también en la producción 
interna de normas para la manutención de la paz pública y la gestión de sus recursos, que 


25 LEvEnE (1951). 
26 García GaLLo (1972) 169-285. 
27 Tau ANZOÁTEGUI (2015) 235-236. La traducción es mía. 
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terminaron siendo integradas a los códigos. Consecuentemente, el Derecho Indiano no po- 
dría concebirse como una pura imposición peninsular, sino que debe entenderse como el 
producto de la adecuación de normas engendradas localmente a la lógica jurídica del ¿us com- 
mune.28 Es claro, pues, que el abordaje pasaba de la óptica juridicista, centrada en la norma 
pura, a una óptica basada en la idea de ordenamiento, donde lo social penetra lo jurídico por 
vía de la costumbre, la jurisprudencia y las transformaciones inherentes a la práctica judi- 
cial.22 Tomando en consideración esa ampliación de foco, la naturaleza del derecho indiano 
se revelaba necesariamente plural, no solo por los diversos orígenes de sus disposiciones y ar- 
tefactos, sino también pues se encontraba afectado y determinado por dos de los parámetros 
que durante las Edades Media y Moderna limitaron toda normativa centralizante: los fueros 
y la costumbre.30 

No obstante la preponderancia de dicha idea, que sin lugar a duda es válida para todo 
cuanto atañe a lo civil así como para el estudio de la composición del Derecho Indiano como 
ordenamiento jurídico en su conjunto, el caso aquí estudiado no es prueba de variabilidad o 
de pluralidad. Todo lo contrario, el juicio de Arariba de 1570, específicamente en lo relativo 
al procedimiento, denota claramente una vocación a la continuidad y un apego estricto a la 
norma peninsular. Ahora bien, en la teoría de la escuela clásica del derecho indiano, encarna- 
da por García Gallo, la idea de continuidad se torna pura ideología en tanto exige descartar 
del análisis todo aquello que no sea jurídico, en el sentido más estricto, y suscita además el 
ocultamiento de la heterogeneidad normativa del llamado derecho indiano reduciéndolo a 
una prolongación, por la vía positiva, del ¿us proprium castellano, del que también se borra la 
autoridad referencial del ¿us commune. Antes bien, un análisis metodológicamente antitético 
al de García Gallo, como el presente, da cuenta también de continuidades que no ignoran ni 
la importancia del ¿us commune, ni la heterogeneidad de la norma, ni la experiencia judicial. 
¿Cómo explicarlo? 

Por una parte, debe considerarse el factor temporal. Pareciera evidente que la variabili- 
dad de la normativa general y de su aplicación disminuye exponencialmente a medida que 
retrocedemos en el tiempo. Si bien la trasposición del derecho castellano y del ¿us commune 
al continente americano no produjo una caja irrompible que contuviera la realidad jurídica 
y judicial de las Indias en la larga duración, como lo demuestra Tau Anzoáteguid!, esta reali- 
dad jurídica ciertamente constituye un marco referencial privilegiado y determinante para 
la práctica judicial indiana, sobre todo durante lo que Mario Góngora llama el proceso de 
fundación del derecho indiano, entre 1492 y 1570.32 En ese sentido, no parece equivocada la 
propuesta teórica de Javier Barrientos Grandón, según quien la experiencia jurídica colonial 
sería una proyección del »sistema<« ius commune — lus proprium,33 con la salvedad, empero, de 


28 Tau ANZOÁTEGUI (2015) 236. 

292 Nuzzo (2016) 4-31. 

30 Tau ANZOÁTEGUI (1992). HespANHA (2002). 

31 Tau ANZOÁTEGUI (1990) 2, 572-591. 

32 GÓNGORA (1951). 

33 BARRIENTOS GRANDÓN (2000) 95-125. BARRIENTOS GRANDÓN (1993). 


Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory Research Paper Series No. 2023-04 


Armando Torres Fauaz 20 


acordarle al concepto de sistema jurídico verosimilitud alguna en el contexto atlántico del 
XVI, ni de dar al concepto de racionalidad, que aquél implica, un sentido positivista, como 
advierte certeramente Luigi Nuzzo.34 Sobre todo, porque no es la confección del derecho la 
que aquí nos ocupa, sino su praxis. Y difícilmente puede argúirse que los parámetros sustan- 
tivos de dicha praxis no estén anclados en la normativa castellana y el us commune a finales 
del XVI. 

Nótese igualmente que, en lo relativo a lo penal, el fenómeno de continuidad procedi- 
mental parece ser más estable y se dilata en el tiempo; de forma tal que hasta los albores de la 
Independencia, el procedimiento penal que puede decantarse de la práctica judicial es fácil- 
mente rastreable hasta las fuentes jurídicas de los siglos XIII y XIV, retomadas explícitamente 
por los tratados doctrinarios, como lo muestra la Tabla 1. La autoridad de dichos tratados, por 
demás, aumenta a partir del siglo XVI y toca su paroxismo en el XVIL35 constituyéndose en 
un claro referente para la práctica de los operarios del derecho. Así, el debate que reconstituye 
la noción de comunidad política operando el ¿us gentíum, de mano de Francisco de Vitoria, 
y las atenuantes introducidas por el debate lascasiano y las Leyes Nuevas de 1542 no parecen 
afectar el núcleo duro del procedimiento penal, sino porque acuerdan a los indígenas una 
condición excepcional que suscitaba con mayor facilidad la traída a efecto de la gracia real, 
dado su carácter de miserabiles personnae. 

La razón de tal inmovilidad procedimental no debe buscarse en la estructuralidad, centra- 
lidad o eficacia del sistema colonial. Tal sistema, aún para mediados del XVII, se resquebraja 
como unidad discursiva. Para nosotros, la clave está, en cambio, en la sinapsis entre el poder y 
el derecho, que subraya del segundo su carácter de tekné. Considérese lo siguiente: la correc- 
ción de las faltas y la impartición de la justicia eran, en el mundo castellano y en la Cristian- 
dad en general, una de las más importantes prerrogativas señoriales. La noción particular del 
derecho penal medieval descansaba sobre dos pilares: por una parte, la división entre faltas 
graves y leves definida desde los códigos bárbaros y, por otra, la noción de crimen que el de- 
recho canónico construyó para calificar los pecados gravísimos, efectuando los dos conceptos 
fundamentales de infamia y escándalo.37 En cuanto al primer pilar, al menos desde el siglo XI, 
en el contexto de la fundación de las primeras comunas citadinas y el despegue de la Reforma 
Gregoriana, los señores se reservaron siempre el derecho de castigar las faltas graves o percibir 
las multas atinentes, reduciéndolas a su jurisdicción y limitando así los fueros comunales y 
corporativos. En lo concreto, esto hacía a los señores responsables del castigo del robo, el 
rapto, la violación, la efusión de sangre, el homicidio, el adulterio y la falsa mensura. Y esto 
no solo quedaba en la tinta; los ejemplos judiciales muestran que los señores se preocupaban 
por defender estas prerrogativas ante las autoridades comunales o ante los señoríos eclesiás- 


34 Nuzzo (2008) 87-126. 

35 Tau ANZOÁTEGUI (2016) 97-146. 

36 LIENHARD (2010) 133-163. 

37 Morín (2009) 64-90. Ver también: FossIER (2009) 317-348. 
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ticos38, La idea de castigar el crimen o, como lo expresa el derecho canónico, la posesión de 
la jurisdicción sobre la falta infamante,3? era concomitante al señorío, enseguida al señorío 
real, como lo expresa el Fuero Viejo de Castilla,40 idea que toma un cariz más sofisticado en 
Partidas desde que la definición del señorío real se construye a partir del concepto docto de 
merum imperium, es decir como la capacidad de castigar a los malhechores y dar a cada quien 
sus derechos en la tierra. Antonio de Guevara lo expresa aún anclado claramente en las 
ideas medievales, precediendo a Solórzano, quien considera, como se dijo, la impartición 
y cuido de la justicia como la razón de ser de los reyes.13 Debe enseguida subrayarse que el 
concepto de señorío es el que funda la explicación de la naturaleza de la dominación real 
sobre las Indias, como consta en la real cédula de Carlos V, datada del 14 de setiembre de 
1519, donde se expresa “Por donación de la Santa Sede Apostólica y otros justos y legítimos 
títulos, somos Señor de las Indias Occidentales, Islas, y Tierra firme del Mar Océano, y están 
incorporados en nuestra Real corona de Castilla”44 Por ende, los reyes ejercían sobre las In- 
dias un “señorío soberano” en palabras de Gregorio López Madera.*5 Como consecuencia, la 
administración de la justicia resultaba responsabilidad y resorte de la Corona y de todas las 
instancias fundadas en una delegación del poder real o instituidas como ordinarias en conse- 
cuencia del proceso de conquista. 

En lo atinente al segundo pilar, la noción de crimen como una manifestación grave, pú- 
blica e infamante del pecado participó de la elaboración, a partir del siglo XIII de la noción 
de lesa majestad y su relación con un grupo especial de pecados, los nefandos.*6 Esta noción, 
como lo explican Chiffoleau y Sbriccoli para los siglos XV-XVI1,7 es hipertrofiada para servir 
como dispositivo calificador de un amplio número de faltas que caen dentro de la jurisdic- 
ción real. No obstante, en el derecho castellano, el concepto de lesa majestad es asimilado a la 
traición,48 conque está reducido al ámbito de la fidelidad. El concepto principal siempre es, 
pues, el de señorío, y la falta más grave es la del atentado a la persona que lo ejerce. El ámbito 
de lo penal es, pues, el ámbito más propio de la acción justiciera del rey. 


38 Vart (2003). Mauctarr (2008). Marni U (2011). Torres Favaz (2019a) 111-133. Torres Favaz (2019b) 
197-218. 

32 Sobre poseer la jurisdicción ver MADERO (2016) 1-17. 

40 Tit. l, ley 1: »quatro cosas son naturales al señorío del Rey, que non las deve dar a ningun ome nin las 
partir de si,ca pertenescen a él por razon del señorío natural: justicia, moneda, fonsadera e suos yantares<. 

41 Srere ParrtIDAS (SP) 3.28.1; 4.25.2. 

42 Guevara (1529) II, 3, 291: »Dado caso que a todos pertenezca dessear y procurar la justicia, a ninguno 
pertenesce tanto procurarla y defenderla como a la Real Personas. 

43 SOLÓRZANO (1647) V, XIL, 34. 

4 Recopilación de leyes de los reynos de las Indias (1791) lib. IL tít. 1, ley 1. ELLrorr (2018) 234. 

45 López MADERA (1597) 40. 

46 CHIFFOLEAU (19904) 289-324. 

47 SBrICCOLI (1974); CHIFFOLEAU (1990b) 183-213. CHIFFOLEAU (2006) 359-481. 

48 Siete Partidas, VII, 2, 1: »Laese maiestatis crimen, en latín tanto quiere decir en romance como yerro de 
traición que hace hombre contra la persona del rey. Y traición es la más vil cosa y la peor que puede caer 
en corazón de hombres. 
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Al igual que lo fue durante la Edad Media, antes y después de la llamada Reconquista,* el 
arte de la administración regia requería a la vez de flexibilidad ante las corporaciones consti- 
tutivas de los reinos (nobleza, clero, ciudades, comunidades autóctonas) y de una implacable 
administración de la justicia fundada en principios generales, homogéneos y jerárquicos. 
El ejercicio de la justicia debía ser, pues, efectivo, severo y ejemplarizante,% sin la posibilidad 
de abandonar el adjetivo que condensa su naturaleza: Debía de ser justo.51 La única posible 
flexibilidad en su administración se limitaba a la gracia del rey. Por ejemplo, en lo atinente a 
los indios, agraciándolos con el estatus de miserabiles personae, lo que restaba severidad a su 
castigo y agravaba las penas de aquellos que les infligieran daño.*2 Esa gracia funcionaba tam- 
bién como el fundamento del perdón real garantizado mediante la súplica a sus jueces dele- 
gados,5 lo que no hacía sino reforzar la idea sobre la que se basaba todo el edificio judicial 
español: la justicia la dispensa el rey, y toda sentencia de sus oficiales, audiencias y consejos 
no era sino una descarga de su conciencia pública.54 

Así las cosas, aun admitiendo que el análisis crítico en retrospectiva revela la heterogenei- 
dad, y nunca la unicidad de la Monarquía, tanto institucional como social y jurídicamente, 
no puede negarse que el ejercicio concreto de la dominación requería de un discurso legiti- 
mante cuya verosimilitud no podía ya extrapolarse en el puro mito, sino que debía traducirse 
en una ratio ejecutable que fuera fundamento semántico de una lógica institucional, cuyo 
sentido enmarcara las acciones concretas — y siempre violentas — del poder. Ecce el lugar del 
derecho. Razón por la que su eficacia potética,5 sustento de la institucionalidad en la pe- 
queña y gran escala, tanto en la localidad lejana como en los centros administrativos, exigía 
un principio de inmutabilidad, un punto quieto — como el del péndulo - sin el cual la ficción 
del poder legítimo se quebraba. Ese punto quieto, en el caso de la Monarquía española, era la 
justicia del rey, equitativa, ubicua y concomitante a su señorío soberano. 

Así las cosas, es posible afirmar que, en el ámbito penal, el ejercicio de la justicia no es solo 
un problema reductible a la equidad y la consciencia del juez, ese Deum solum habentes prae 


42 Para una mirada crítica sobre el concepto de reconquista, ver Ríos SaLoma (2011). 

50 Recopilación de Leyes de Indias (RLI), Lib. IL, Tit. XVIII ley 29: »Ordenamos a los fiscales que tengan 
gran cuidado de la defensa y conservación de la jurisdicción, patronazgo y hazienda real, y castigo de los 
pecados públicos, y de darnos cuenta con particular relación de todo lo que en esto huviere, y de quanto 
mas convenga a nuestro Real servicio«. Lib. VII, Tit. VIL ley 1: »Ordenamos y mandamos a todas nuestras 
iusticias que averiguen y procedan al castigo de los delitos y especialmente públicos, atroces y escandalo- 
sos contra los culpados y guardando las leyes co toda precisión y cuidado, sin omisión ni descuido ...<. 
Lib. II, Tit. XV, ley 60: »Ordenamos y mandamos a las Audiencias Reales que en las materias de govierno 
procedan con el amor y templanca que conviene para su buena execución, sin faltar en nada en la severi- 
dad y cumplimiento de las de justicia, por que se consiga, mayormente en delitos, desordenes y cosas que 
tocan a derecho de partes y exemplo publico.« 

51 Tau ANZOÁTEGUI (2016) 193-206. 

52 Duve (2004) 3-33. 

53 Vartr (2003). GauvarD (2010). 

54 GARRIGA (1994) 385-390. GARRIGA (2006). 

55 Thomas (2011) 155. 
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occulis del tardo Medioevo,* sino que se trata propiamente del campo de efectuación del po- 
der del rey. Su eficacia exige, pues, la manutención de la ficción básica del dominio y señorío 
real manifiesto en un principio de autoridad referencial y, por consiguiente, de delegación 
jerárquica de facultades que hacía sostenible la idea de un aparato judicial en las Indias. 
Esto no solo devolvía el poder al monarca garantizando su circularidad mediante los relata 
que constituían el aparato judicial-administrativo,57 sino que garantizaba el fundamento de 
legitimidad de los poderes locales erigidos sobre el discurso de la representatividad, la dele- 
gación y el privilegio. De ahí que fuese tan importante evocar este discurso normativo para 
Perafán de Ribera en 1570. 

De ahí que fuese también importante garantizar que las cortes ordinarias del rey tuviesen 
jurisdicción sobre las causas criminales y que, en su resolución y trato, se observara un único 
e inalterable procedimiento; pues, si el punto quieto de todo el ordenamiento jurídico atlán- 
tico era la justicia del rey, el procedimiento era el medio que lo perpetuaba en su naturaleza, 
escudándolo de la variabilidad propia del ejercicio judiciario indiano, que afectaba con mu- 
cha más facilidad el ámbito de lo civil. 

En ese sentido, nótese que en la Castilla étnica y religiosamente diversa del siglo XV, las le- 
yes de 1476, en lo atinente a la administración judicial de las comunidades de judíos y musul- 
manes, diferenciaban las causas civiles de las penales y, mientras que aceptaba la jurisdicción 
de los jueces comunales en las primeras, reducía las segundas sistemáticamente a la jurisdic- 
ción de los jueces ordinarios, i.e. de jurisdicción real.58 El modelo se transpuso a las Indias, 
como puede leerse en la célebre Instrucción a los Padres Jerónimos, del 13 de setiembre de 
1516, que intentaba regular las condiciones de dominación y administración castellana en 
La Española, la cual acordaba a los caciques indios, en tanto señores naturales, la jurisdicción 
sobre toda falta que implicara una pena de azotes o menor. Pero toda falta que acarreara una 
pena mayor, es decir todo el ámbito de la »gran justicia«, la criminal, donde estaba en juego 
la vida del reo, era exclusivo de la jurisdicción de los jueces ordinarios, administradores de la 
justicia del rey.52 Enseguida, la situación particular de la Nueva España parece haber resulta- 
do en el sometimiento de las poblaciones indígenas a la observancia de las leyes de Castilla 
aún en los casos civiles, siempre y cuando subieran a una segunda instancia por vía de apela- 


56 Esta expresión, común en las actas de los príncipes, aparece en una decretal de Inocencio III, solicitando 
de los jueces la observación de un procedimiento que conduzca a la verdad, Liber X, 13, 12, 1. CH1eFO- 
LEAU (2006) 455. 

57 Foucaunr (1992). TmÉry (2003) 119-148. 

58 Montatvo (1575), lib. 8, tit. 3, ley 70. 

52 Real Academia de la Historia (1895) IX, n2 17, 59: »Yten que cada lugar tenga jurisdicción por si en sus 
términos, e que los dichos caciques tengan jurisdicción para castigar a los yindios que delinquieren en el 
lugar donde el fuere superior no solamente en los suyos mas también en los de los otros caciques inferi- 
ores que biven en aquel pueblo, esto se entiende los de estos que merescen fasta pna de agotes y no mas, 
y en estos que no los puedan fazer ni executar ellos solos sin que a lo menos ynterbenga alto consejo y 
consentimiento de Religioso o clerigo, y lo demás quede a la nuestra justicia ordinaria y si los caiques 
hizieren lo que no dven sean castigados por la nuestras justicia ordinaria.« 
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ción; sometimiento que es indudable en lo que atañe las causas criminales. Siempre que se 
recurriera a las cortes del rey, el procedimiento en observancia era el del ¿us commune. Tras la 
mejor definición de la institucionalidad colonial, con la creación de las Reales Audiencias y 
la regulación de las formas y orden de apelación entre instancias, claramente definidas en la 
Nueva Recopilación de 1567, la lógica administrativa de la Monarquía, ora como realidad ora 
como simple proyecto, parece haber procurado y logrado hacer más hermética la esfera de 
lo penal a las atenuantes, variaciones y modificaciones que afectaban con mayor intensidad 
la práctica judiciaria relativa a las causas civiles, lo cual es definitorio para la explicación de 
la larguísima duración del orden del proceso. Pero el cuadro explicativo queda incompleto 
si no se examina con cuidado el lugar del procedimiento en esta articulación poder-derecho. 


5. Procedimiento y dominación 


Si se mira el problema concentrándose en la técnica jurídica, es posible capitalizar los resul- 
tados de múltiples estudios de la medievalística que han mostrado que la vía mediante la 
cual es posible homogeneizar la administración de la justicia, y por lo tanto erigir un edificio 
jerárquico de instancias, luego una institucionalidad judicial mínimamente funcional, es la 
estandarización del procedimiento.ó! Asegurándose que los mismos principios y el mismo 
orden procedimental fueran observados en todas las instancias es lo que permitía una circula- 
ción efectiva del poder principesco a través de las instituciones judiciales, pues sentaba la base 
técnica para la apelación e instituía la corte principesca como instancia superior. 

En ese sentido, nótese que en Francia y Castilla partir del siglo XIII, el procedimiento 
romano-canónico gana primacía en la práctica judiciaria impulsado por los príncipes. En el 
marco de dicho fenómeno, la naturaleza de la apelación cambia. Anteriormente se trataba 
de un segundo juicio, una vuelta sobre el fondo; desde entonces, se tratará cada vez con más 
regularidad de un análisis del proceso mismo que determinará si se ha bien o mal apelado. 
En palabras pocas, el problema se reduce al procedimiento, siendo los tecnicismos relativos a 
las dilaciones, a la idoneidad de los elementos probatorios, la competencia de los jueces, etc., 
los que determinan el fallo sobre la apelación.% Este fenómeno puede entenderse como una 
tecnificación o sofisticación de los modos de efectuación de la jerarquía judiciaria, cuya causa 
final es que la corte del príncipe (o el órgano designado por esta para tal efecto) funja como 
instancia superior. Dicho fenómeno solo tiene sentido si se considera la pluralidad jurídica 
y judiciaria característica de la Edad Media, donde la publicidad se encuentra repartida en 
múltiples espacios y la facultad de emitir un fallo legítimo, respetable y con alguna firmeza le 


60 Boran (1996) 60. 

61 Ver los estudios incluidos en la primera parte del libro editado por ForcaDET (2016) 33-52. Torres Fauaz 
(2023) 478-515. MONSALVO ANTÓN (1986) 101-169. 

62 De CARBONNIERES (2016) 67-76. 

63 MoNSaALvo ANTÓN (2019) 88-100, 162-183. 
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es propio a instancias a veces concurrentes, como las cortes episcopales, abaciales, señoriales, 
etc.64 Es en dicho contexto que los príncipes debieron realizar un esfuerzo por que sus cor- 
tes y aquellas que dependían de su jurisdicción dominasen lo que Pierre Bourdieu llama el 
mercado jurídico.5 Y el instrumento que estaba a la mano para poder alcanzar exitosamente 
ese objetivo era la doctrina romano-canónica, que ofrecía una cuidadosa tecnificación del 
procedimiento en forma del ordo juris. De ahí que los príncipes y sus consejeros se esforzaran 
por imponer esta forma procedimental en las cortes de su jurisdicción y luego en todos sus 
dominios, como puede constatarse en el ducado de Borgoña durante el siglo XIII, de forma 
incipiente en las acciones de Felipe Augusto, que pone en práctica la apprise, $6 y más clara- 
mente en las ordenanzas de San Luis, datadas de 1254 y 1258, que imponen el procedimiento 
romano-canónico y prohíben formas alternativas de resolución de las disputas, como el duelo 
judiciario.67 Lo mismo puede leerse en los esfuerzos regulatorios de Felipe IV de Francia y, 
para la Península Ibérica, los bien conocidos proyectos de Alfonso X y XI en Castilla,68 y de 
Alfonso II en Portugal.42 

Ahora bien, el fenómeno de regulación procedimental y de tecnificación del derecho pre- 
senta características bastante particulares en la España posterior a la llamada Reconquista, 
que afectan directamente la administración de las Indias. Lo primero que debe señalarse es 
que el poder regio castellano al entrar en su etapa de mejor definición y sofisticación, entre 
los siglos XI y XV, sostendrá fundamentalmente su carácter señorial?0, Como lo señala José 
María Monsalvo Antón, no se trata de un señorío cualquiera, sino del señorío regio, que más 
claramente, luego de los puntos de inflexión de los reinos de Alfonso X (1252-1284) y Alfonso 
XI (1312-1350), será concebido como un señorío soberano, jurisdiccional más que posesorio 
y, ante todo, supremo. Esto se garantiza mediante su facultad de dispensar la merced y la 
gracia, su nueva capacidad de legislar universalmente y la imposición del Consejo como 
instancia superior?! 

Autores como Pardo Molero han mostrado que la primera gran reforma a la instituciona- 
lidad regia medieval hispánica acontece durante el reino de los Reyes Católicos y de Carlos 
V. Considerando sobre todo que este último debió administrar por primera vez un imperio 


64 LemEsLE (2008). 

65 BourpIEU (2011) 330-347. 

66 BALDWIN (1991) 124 et sq. 

67 CaroLus-BarRÉ (1976) 85-96. GOURON (1991) 851-865. DÉjoux (2014). 

68 No debe sorprender que una de las fórmulas más importantes para garantizar la supremacía del poder 
real haya sido fundamental para los reinos de San Luis, Felipe IV y Alfoso X de Castilla, a saber: »Rex 
Franciae princeps est in regno suo«, ver ACHER (1906) 138-178. FEENSTRA (1965) 885-895. Siete Partidas, 
IL 1, 1: Vicarios de Dios son los reyes cada uno de su reyno, bien assi como el emperador en su imperio” 
Vid. Inocencio IL Sermo in consecratione pontificis maximi, PL 217, col. 658. MACCARRONE (1952). PArAvI- 
CINI BAGLIANI (2018) 261-279. 

62 Corro (2010) 43-54. CorLHo (2020) 210-229. 

70 MonsaLvo ANTÓN (1998) 139-167: “Esta notable absorción de funciones políticas por el poder central, es 
decir, la progresiva definición de la monarquía centralizada, proceso de los siglos XIIF-XV, no eliminaba 
los rasgos feudales ni de la sociedad ni del ejercicio del poder”. 

71 MONSALvO ANTÓN (1998) 76-100, 159-170, 176-209. 
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que integraba varias coronas y nuevos territorios, contexto no desprovisto de un conjunto 
de sublevaciones y de ejercicios de resistencia contra el proyecto de Monarquía hispánica.?2 
Dos característica de esta reforma retendrán nuestra atención: primero, está centrada en la 
justicia y, segundo, es posible distinguir dos grandes fases, una de consolidación de la insti- 
tucionalidad regia hispánica, bajo Fernando e Isabel, y otra de reforma y perfeccionamiento 
de las instituciones de gobierno, bajo Carlos V y Felipe II. Los dos brazos principales para la 
consolidación del poder regio bajo los Reyes Católicos fueron las instituciones policiales y ju- 
diciales de la Santa Hermandad y la Inquisición, además de los corregimientos previamente 
existentes. Pardo Molero describe este proceso como »el restablecimiento de la paz y de la fe 
en sus reinos«, lo que hace eco de proyectos anteriores de consolidación del poder real, como 
el de Henri Plantagénet en Inglaterra, Luis IX en Francia, Alfonso X en Castilla y Alfonso II 
en Portugal, todos los cuales orbitan en torno a la reforma y dispensación de la justicia.?3 La 
construcción de una imagen piadosa y justa mediante la iconografía y el discurso oficial de 
la instituciones se anclaba precisamente en la manutención del orden dispuesto por dios y 
en la seguridad de conducir al cuerpo del reino hacia la salvación, lo cual exigía el rigor de la 
disciplina y la piedad. 

Durante el reino de Carlos V, enseguida, las condiciones particulares de la Monarquía, 
con numerosos territorios fuera de España, exigieron la construcción de un edificio adminis- 
trativo fundado en la representatividad y en la colegialidad. Efectuando esos principios, los 
virreyes y las audiencias debían de cumplir el papel de vectores de cohesión de los territorios 
que componían el imperio, precisamente mediante la administración de los recursos y de 
la justicia en nombre del rey. Ciertamente, durante el gobierno de los Reyes Católicos se 
estableció con más claridad la relación entre audiencia y jurisdicción territorial al separarse 
la Audiencia de Valladolid de la de Ciudad Real, que más tarde se trasladó a Granada, insti- 
tuyéndose la distancia de cinco leguas y reformándose los tribunales superiores de Valencia, 
Nápoles y Santo Domingo. No obstante, no fue sino durante el reino de Carlos V, y más 
específicamente luego de la revuelta comunera de 1520, que las audiencias se consolidaron 
como órganos judiciales fundamentales para la administración de la Monarquía Española,?* 
siendo que eran tribunales de segunda instancia, lo que remite nuevamente al mecanismo 
de apelación como útil de la jerarquización de lo judicial. No por nada en las próximas dos 
décadas luego de 1520 se fundan todas las Reales Audiencias de las Indias, desde la de Santo 
Domingo, restablecida en 1526, hasta la de Nueva Granada, fundada en 1548. 

Como el reino de las Indias se hubo integrado a la Monarquía mediante una unión acce- 
soria, que si bien lo constituía en una jurisdicción, no le garantizaba un estatus foral?5, cons- 
truir un aparato de gobierno que garantizara »la continuidad del ordenamiento jurídico del 
territorio en el seno del conjunto superior<76 exigía la construcción de una clara jerarquía de 


72 Parpo MOLERO (2017) 285-300. 

73 Pécour (2010). DÉjoux (2014). MonsaLvo ANTÓN (1998) 88-100, 176-209. 
74 Ver los estudios reunidos en BarrI0s PINTADO (2004). 

75 PyjoL (2012). CARMAGNANI (2012). 

76 GrL PujoL (2012). SOLÓRZANO (1647) IV, 19, 37. 
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instancias que garantizara el principio de representatividad y referencialidad con respecto a 
la persona del rey.?7 

Si bien hoy sería pueril dar crédito a la idea de que la Monarquía hispánica tenía rasgos 
precoces del Estado moderno, además humanista y bien intencionado, no es errónea la idea 
de pensar el derecho (en ese contexto, pero también en otros) como útil de gobierno, como 
conjunto de técnicas que posibilitan la construcción institucional y además como forma 
de expresión de la voluntad soberana. Así, si bien la unidad de la Monarquía española era 
ilusoria en la praxis, sus leyes orgánicas tenían sin duda esa pretensión, como puede notarse 
en la ordenanza de Carlos V, datada del 24 de abril de 1545, donde se mandaba que »el co- 
nocimiento de los negocios y pleytos civiles y criminales guarden las leyes de estos nuestros 
reynos de Castilla y provean de forma que los delitos no queden sin castigo«.78 Lo mismo en 
la real cédula de Felipe II datada de 1571: »porque siendo de una Corona los reinos de Casti- 
lla y de las Indias, las leyes y la manera de gobierno de los unos y de los otros debe ser lo más 
semejante y conforme que se pueda<.?? 

Así, pensando el problema en clave técnica, cabe afirmar que, para que la administración 
colonial fuera mínimamente eficiente, el ordenamiento jurídico indiano debía admitir la 
normatividad local, tanto en su forma consuetudinaria como en la derivada de la práctica 
judicial y administrativa regional, produciendo el pluralismo evocado por Tau.30 En la praxis, 
la jurisprudencia devenía tan autoritaria como la ley, al desempeñar un doble ejercicio de 
interpretación de la normativa y de captación y adecuación tanto de las prácticas instituidas 
como de los procederes constatados eficaces, cuyo carácter inédito buscaba hacer desapa- 
recer explicándolos mediante el lenguaje y lógica jurídicos.81 No obstante, había siempre 
una voluntad a la unidad y un esfuerzo articulado de los relata del poder por edificar una 
institucionalidad jerarquizada, en términos fiscales y judiciales, como queda claro en la or- 
denanza del 29 de junio de 1519,82 donde se prohíbe a los alcaldes mayores conocer causas 
que estén siendo tratadas por los alcaldes ordinarios si no es en apelación, así como en las 
ordenanzas del 19 de marzo y del 4 de julio de 1570,83 que prohibían a las audiencias invadir 
la jurisdicción de las instancias distritales ordinarias, y a las audiencias virreinales invadir 
la jurisdicción de las audiencias locales, pues esto imposibilitaría la fase procesal que debía 


77 RLI2, 15, 1: »En nuestros Reynos y Señorios de las Indias están fundadas doze Audiencias y Chancillerias 
Reales, con los limites, que se expressan en las leyes siguientes, para que nuestros vassallos tengan quien 
los rija y govierne en paz y en justicia. Y sus distritos se han dividido en gobiernos, corregimientos y al- 
caldías mayores, cuya provisión se hace según nuestras leyes y ordenes, y están subordinados á las Reales 
Audiencias, y estas a nuestro Supremo Consejo de las Indias, que representa nuestra Real persona.« 

78 Recopilación de Leyes de Indias (RLI) 2, 15, 66. 

79 Encinas (1596) lib. 1, fo 5. 

80 Tau ANZOÁTEGUI (2015). 

81 Foucautr (2004) 1, 1495. RoBERTS/COMAROFFE (1981). SericcoL1 (1986). NapoLI (2002). 

82 RLI,2,15, 12. 

83 RLI,2, 15,67 y 70. 
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desarrollarse en primera instancia y daría al traste con la jerarquía de cortes.8* Sobre todo era 
importante establecer estas limitaciones pues las gobernaciones eran instancias ordinarias, 
mientras que las Audiencias y sobre ellas los Consejos tenían, en principio, una naturaleza 
delegada. Efectuaban, luego, el mecanismo romano del mandato general,85 mediante el cual 
no podía instituirse ninguna magistratura con jurisdicción ordinaria, sino solo de forma de- 
legada y temporal,$6 lo que significaba que todas las audiencias participaban en teoría de la 
jurisdicción de la Corona.$7 

Esta reforma no podría empero estar completa sin crear los mecanismos que aseguraran 
el apego a las disposiciones fundamentales de las leyes de Castilla en las distintas instancias, 
aunque fuera solamente una manifestación de la voluntad de sus arquitectos y no necesaria- 
mente la realidad de su práctica. Así, el rey, sus ministros y consejeros fueron cuidadosos en 
exigir de aquellos que integrarían las instancias ordinarias y superiores tanto idoneidad como 
pericia. Y aunque para alguien como el Gran Canciller Mercurino Gattinara esto significaba 
que los jueces no podían provenir de las gens populares sino que debían de estar calificados 
y llenos de todas las virtudes,88 el significado de la idoneidad de los jueces variaba según 
las regiones y su situación.$2 Pero en todos los casos la discusión estaba determinada por la 
referencia al derecho regio y al derecho común. Y en ese sentido es imposible ignorar que, 
por pragmática del 6 de julio de 1493, sancionada por los Reyes Católicos, la calificación de 
los jueces significaba la posesión de un certificado universitario, lo que implicaba que los 
candidatos habían estado »estudiando en derecho canonico o ciuil al menos por tiempo de 
diez años«.20 

No es distinto el propósito de dos ordenanzas de Felipe II, datadas de 1563, donde se exige 
profesión y examen a los abogados que hayan de litigar en las audiencias.?! Y aunque no se 
cumpliera strictu sensu,? en la exigencia de que las cortes y audiencias estuvieran compuestas 
por profesionales del derecho es posible leer el objetivo de tecnificar al máximo el ejercicio 
de la justicia, lo que significa operar la normativa castellana, en fondo y forma, para garantizar 
que estos órganos fueran vectores de disposición de la justicia real integrados en un edificio 


84 Díaz DE MONTALVO (1484) lib. VIIL tít. III, ley XXXV: otorga a los judíos el permiso de dirimir las causas 
civiles entre ellos, toda causa penal debía resolverse ante un tribunal cristiano ordinario, y toda apelación 
sería tornada al rey. 

85 LEGENDRE (1988) 7-34. MaYaLI (2002) 41-57. WINKEL (1993) 53-65. 

86 Dig.2,1,16-17. 

87 SOLÓRZANO (1647) Lib. V, cap. XIL no. 7. Aquí afirma que los virreyes tenían el “mismo poder mano y 
jurisdicción que el rey”. 

88 Citado por PARDO MOLERO (2017) 291. 

82 Doucnac RoDRÍGUEZ (2004) 554-577. 

20 ALoNso ROMERO (2012) 327-361. Vale remarcar que la misma condición valía para cualquiera que qui- 
siera ejercer la abogacía ante una audiencia real, según la ordenanza n2 217 de 1563 de Felipe II (RLI 
Lib. IL Tit. XXIV, Ley 1). 

21 Ordenanzas 217 y 225 de 1563, incluidas en RLI 2, 24,1 y 2. 

22 De La PuenTE BRUNKE (2004) 587-600. VaLLEJO García-HEvIA (2004) 601-632. BARRIENTOS GRANDÓN 
(2004) 633-708. 
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articulado de gobierno y administración.? De ahí que las Leyes de Indias dispusieran que 
ningún gobernador o capitán general pudiera conocer causa judicial si no era letrado, aún si 
se trataba de asuntos de guerra.% Y, nuevamente, aunque en la práctica esto no se cumpliera, 
refleja claramente la voluntad que regía los procesos de construcción de la institucionalidad 
en las Indias. Además, importa notar que esta pretensión se había integrado plenamente a los 
argumentos legales de los practicantes de la justicia, como lo muestra el mismo ejemplo del 
juicio de Arariba de 1570. 

En el marco del segundo juicio aquí estudiado, el defensor Pedro de la Torre pidió la recu- 
sación de cada uno de los jueces que integraban el tribunal de segunda instancia para juzgar 
la causa de Vicente del Castillo. Para ello argumentó que: »el susodicho es hombre honrado y 
temeroso de Dios, mas como es público y notorio, el susodicho no tiene letras ni experiencia 
de negocios, en especial en un caso criminal como éste«.95 El gobernador admitió una pri- 
mera recusación, tras lo que obligó al juez original, Francisco de Fonseca, a acompañarse de 
otros dos hombres, Juan Ordóñez y Domingo Jiménez, para constituir un tribunal. No obs- 
tante, ante la insistencia del defensor, quien pretendía que esos dos personajes se recusasen 
también sobre el mismo fundamento, el gobernador fue obligado a explicitar lo obvio: »el 
dicho Pedro de la Torre se funda en que sean personas de letras los acompañados, y en este 
campo real no hay, ni de más experiencia que los acompañados, y que en ellos concurren las 
demás cualidades necesarias«.2%6 De lo cual se puede deducir que el fondo legal de la petición 
se admitía, pero las condiciones de realización del juicio y la necesidad de hacer expedita la 
justicia del rey, obligaban a invocar la condición de inopia. 

Mediante la exigencia de pericia e idoneidad de quienes operarán el derecho en las cortes 
se inicia, pues, el derrotero que acabará con la constitución de una élite letrada transversal a 
la Monarquía Española. Así, no podría dejarse de lado la constatación de que una parte fun- 
damental de la educación de los abogados y juristas estaba centrada en lo procesal. María Paz 
Alonso Romero lo ha mostrado estudiando el cursus universitario salamantino,? enfatizando 
en la existencia de numerosos manuales procedimentales, u ordines judicariz, que se utilizaban 
como libros de texto en las escuelas de derecho, pero que circulaban también en las esferas 
de gobierno y que debían orientar el ejercicio judicial en todos los reinos y territorios de la 
Monarquía.% Un análisis atento de estos manuales permite constatar que el procedimiento 
en ellos descrito retoma a la perfección, y en sus más ínfimos detalles, el procedimiento roma- 
no-canónico estante en Siete Partidas y en los más célebres tratados procesales medievales: el 
de Tancredo” y el de Guillermo Durando.!% Lo mismo se constata, al menos en lo esencial, 


23 Thomas Carvo (2013). 

24 RLI, 2,25, 44. 

25 FerNÁNDEZ BonILLA (1886) IIl, 165, 167. 
26 FERNÁNDEZ BONILLA (1886) III, 169. 

27 ALFONSO ROMERO (2012) 15-119. 

28 ALonso RoMERO (2012) 16. 

22 TANCREDO (1234). 

100 DuranDO (1602). 
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al analizar los tratados procesales indianos, del cual el más célebre es la Curia Filipica de Juan 
de Hevia Bolaño,!%l como se puede apreciar en Tabla 1. Con ello se percibe que el aspecto 
procedimental, central a la estabilidad técnica del ejercicio judiciario y al flujo de los procesos 
a través de la jerarquía de instancias, intentaba garantizarse mediante dispositivos como estos 
manuales. 

Todo parece, pues, indicar que el procedimiento es la tekné del derecho que determina 
el ejercicio legítimo del poder y que fija su forma práxica — en la corta, mediana y larga du- 
ración —. Por eso pueden constatarse medidas orientadas a proteger y preservar las formas 
más sofisticadas del procedimiento, tales como (a) la formación de jueces y abogados, (b) la 
concomitante exigencia de que las audiencias y cortes estuvieran compuestas por letrados y 
(c) la existencia de manuales procesuales que debían orientar la práctica de las cortes en la 
Península y en las Indias. A esta lista puede sumarse también un fenómeno adjutor, (d) la 
fundación de las primeras universidades americanas en la misma época, donde la formación 
de juristas no podía tener otro referente sino la tradición hispánica y el ¿us commune. 12 

Tomando en cuenta este marco explicativo, la continuidad procedimental en el caso del 
juicio de Arariba de 1570 es puesta en otra luz. Sin olvidar cuán eficaz resultaba su puesta en 
obra en lo inmediato, la preservación del ordo juris castellano responde también en este caso 
a la inercia reproductiva de las formas normadas del proceder, esa fuerza de la repetición que 
caracteriza al ritual para Cassirer y lo torna en un mecanismo de perpetuación y transmisión 
de las prácticas arcaicas a través de los siglos.103 Reproducción que empero no es azarosa O 
“natural” sino que es enforzada mediante mecanismos de fijación normativa y formas repre- 
sivas directas que imponen una única vía legítima para el trato y resolución judicial de los 
conflictos, sobre todo, como lo notamos, si son de carácter penal. Esto, pues lo criminal es lo 
más propio de la justicia real, la parte más inmóvil de ese punto quieto e invisible en que se 
efectúa el misterio del poder legítimo. 


Conclusión 


Este trabajo ha abordado el juicio por amotinamiento celebrado en el fuerte de Arariba, en 
Talamanca de Costa Rica, durante el mes de agosto de 1570, analizándolo en una perspectiva 
atlántica. 

Aunque este trabajo toma en consideración la heterogeneidad del derecho castellano y el 
indiano, y metodológicamente analiza el derecho en términos de ordenamiento jurídico, el 
análisis del juicio de Arariba no permite constatar variabilidad o pluralidad ni en la referen- 


101 Hevia BoLaÑo (1603). 

102 Roprícuez Cruz (1973). Preser (1985) 57-84; Preser (1987). PreseT (1992). GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
(2005) 154-192. 

103 CassirER (1998) 68. BurkErT (2013) 13-20. 
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cia normativa ni en la aplicación de la norma evocada. Todo lo contrario, es prueba de una 
continuidad procedimental evidente. Esta continuidad no puede explicarse, empero, a partir 
de la estructuralidad o sistematicidad del derecho indiano o del aparato administrativo por 
el que fluye, sino tomando en consideración la sinapsis entre el poder y el derecho. Mientras 
que el análisis judicial o jurídico de las causas civiles y las normas que las rigen da prueba 
de la flexibilidad y pluralidad que evocan autores como Tau Anzoátegui, el análisis de lo 
penal permite constatar un proceder con un altísimo grado de invariabilidad. Una posible 
explicación se encuentra en que la justicia penal es el locus de efectuación de la justicia del 
rey, la cual es concomitante a su señorío soberano. Desde el siglo XI, los señores defendieron 
celosamente su derecho al castigo de las faltas graves, jurisdicción que se fue afirmando, por 
varios medios, a lo largo de los siglos de la Reconquista y durante los años de consolidación 
del proyecto de la Monarquía hispánica. 

Así, puede afirmarse que, para que la administración colonial de la justicia fuera mínima- 
mente eficiente, el ordenamiento jurídico debía admitir un alto grado de autonomía de las 
localidades y la posibilidad de que estas pusieran en efecto principios jurídicos derivados 
de la práctica judicial regional. No obstante, la idea misma de la Monarquía y el lugar de 
los distintos reinos de las Indias en ella exigían, para su sostén — aunque puramente teórico 
o voluntario —, la manutención de la ficción fundamental que es el dominio y señorío real 
manifiesto, tal como lo expresaba Antonio de Guevara en su Relox de Principes. Esto exigía la 
puesta en efecto del principio de autoridad referencial y, por consiguiente, de delegación je- 
rárquica de facultades que hicieran sostenible el aparato de cortes colonial. Así las cosas, aun 
admitiendo las condiciones heterogéneas del constante y lento proceso de consolidación, 
transformación y aplicación del Derecho Indiano, no puede negarse que su eficacia poética 
dependió siempre de la existencia de un núcleo invariable que sostenía su lógica interna y 
que explica su larguísima duración. En dicho núcleo se efectuaba la ficción vinculante sobre 
la que se fundaba todo el aparataje colonial, o incluso la misma communitas regnum. Ese nú- 
cleo invariable es la justicia del rey, que es consubstancial a su señorío soberano, y también el 
valor cristiano primero que debía guiar su gobierno. Y el espacio privilegiado de efectuación 
de dicha justicia es precisamente el ámbito penal, donde la decisión de la corte no solo toma 
en cuenta la equidad y la consciencia del juez, sino que trae a efecto la voluntad soberana, 
intrínsecamente ligada a su obligación de mantener la paz, distribuir la justicia y guiar el 
reino hacia la salvación. 

Si se comprende, pues, la justicia del rey como el núcleo invariable que sostiene la ficción 
del señorío real y la lógica integral de la Monarquía, el ordo juris castellano puede compren- 
derse, en virtud de lo antedicho, como la técnica que garantiza y perpetúa ese núcleo invaria- 
ble. Establecer el orden del procedimiento es establecer la forma legítima de la justicia del rey, 
además de determinar la vía de la causa en la jerarquía de instancias fundando los criterios 
técnicos para la apelación. Esto sin mencionar la disposición de todos los elementos rituales 
de la justicia, es decir de organizar también su dimensión performativa. De la invariabilidad 
del procedimiento dependen, pues, por una parte, la integridad del método que garantiza la 
determinación de la verdad, por ende el carácter justo de las sentencias ordinarias; y, por otra 
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parte, el posible flujo de las causas entre las distintas instancias y su eventual referencia al 
Consejo como instancia suprema. De tal forma garantiza que la justicia del rey sea realmente 
justa y que el flujo de los conflictos encuentre su camino hacia su referente último: el rey, 
único dispensador de la gracia. Es así que actúa como el elemento práctico que sostiene la 
ficción del señorío real y de la justicia que de este deriva. 

En una perspectiva global, esto explicaría por qué el orden procedimental de los manuales 
y códigos fue observado ad litteram en la selva de la marginal provincia de Costa Rica cuya 
conquista no había siquiera acabado para la época en que se celebra el juicio de Arariba. 
Dicho brevemente, el aparataje judiciario colonial era la forma estructural de garantizar la 
justicia soberana, y el apego al procedimiento, el medio más efectivo de asegurar el carácter 
justo de su ejercicio, del que a su vez dependía la legitimidad de la autoridad delegada del 
gobernador juez. 
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